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1.   VISTOS

Procede la Sala a estudiar el recurso de apelación interpuesto y oportunamente sustentado por el defensor del procesado FRANKLIN JONATAN CORREA AREAS, contra la Sentencia Anticipada de fecha diecisiete (17) de marzo de 2004 dictada por la
señorita Juez  Cuarta Penal del Circuito de Pereira y en la que se impuso condena de cincuenta y dos (52) meses de prisión y multa de $5.966.667 a propósito de la comisión de un concurso de delitos de porte ilegal de armas y lesiones personales.  

Se tiene competencia funcional y no se aprecia irregularidad sustancial que obligue a retrotraer la actuación. 

2.- HECHOS

El quince (15) de septiembre de dos mil cuatro (2004) en horas del medio día, en la carrera 5ª con calle 28 de esta ciudad, resultó herida una dama con proyectil de arma de fuego. A la policía le fue entregada el arma con la que se produjo la lesión, y al realizar las averiguaciones pertinentes, se obtuvo información que permitió identificar al responsable.

3.- IDENTIDAD

FRANKLIN JONATAN CORREA ARENAS, nació en Quimbaya (Qdio.) el día cuatro (04) de noviembre de 1983, es hijo de Blanca Lucía y Horacio, se identifica con la cédula de ciudadanía No 14.519.950 expedida en Pereira, estudió hasta séptimo grado, se ha desempeñado como pintor de muebles y convive en unión libre.   

4.-  FORMULACION DE CARGOS
La Fiscalía Diez Seccional, el pasado diecinueve (19) de enero de dos mil cinco (2005) luego de recibir la indagatoria, resolvió la situación jurídica al procesado, con imposición de medida de aseguramiento de detención preventiva y dispuso la captura del vinculado, como presunto autor responsable de los delitos de lesiones personales y porte ilegal de arma de fuego.

Una vez fuera capturado el sindicado, decidió acogerse a la figura de la sentencia anticipada. Para el efecto, se adelantó la correspondiente diligencia donde se le hizo una relación de los elementos de prueba, se le explicaron las consecuencias que tendría tal aceptación, una sentencia condenatoria con disminución de la tercera parte de la pena a imponer. En presencia de su abogado defensor, el señor CORREA ARENAS aceptó los cargos que se le hicieron por las lesiones personales que afectaron la integridad personal de la señora MARIA OLIVA BEDOYA GALVIS y por  el porte ilegal de arma de fuego. Sobre la primera conducta, consideró la Fiscalía que había obrado con dolo eventual y sobre aquella atentatoria de la seguridad pública, con dolo directo.

5.-  FALLO
El despacho conociente, luego de estudiar las pruebas obrantes concluyó que el procesado era responsable de la comisión de las dos (2) conductas por las cuales se le formularon cargos y aceptó.

Sobre las lesiones a la señora BEDOYA GALVIS, dijo que existía prueba documental, el dictamen del médico legista y varios testimonios que acreditaban que en efecto un ser humano le había causado a otro, daños en el cuerpo y en su salud. Si bien es cierto, en su primera intervención no reconoció ser el autor del disparo, el rumor que circulaba en el lugar de los hechos lo vinculaba; además, de algunas pruebas que fueron comprometiendo seriamente su responsabilidad, con lo cual decidió acogerse a la sentencia anticipada.

En lo concerniente con el porte ilegal de arma de fuego, se tenía que el procesado había confesado y solicitado la sentencia anticipada, con lo cual renunció a su derecho a que se presumiera su inocencia.

Para imponer la pena, empezó por fijar los límites de acuerdo con la sanción contemplada en el artículo  116 del Código Penal, seis (6) a diez (10) años y multa entre $8.950.000 y $35.800.OO0. Realizó el aumento de una tercera parte al extremo superior, por la pérdida funcional de un órgano, con lo cual quedaron los nuevos topes así: Mínimo setenta y dos (72) meses y máximo ciento sesenta (160) meses de prisión y multa desde $8.950.000 hasta $47.733.333.  Calculó los cuartos y al tener en cuenta que obraban circunstancias genéricas de menor punibilidad, por la ausencia de antecedentes y la presentación voluntaria ante las autoridades se ubicó en el cuarto mínimo que contemplaba desde 72 a 94 meses de prisión y multa entre $8.950.000 y $18.645.833. Finalmente, escogió la mínima cantidad de tal cuarto y dosificó  una pena de setenta y dos (72) meses de prisión y multa por $8.950.000.

En virtud del concurso heterogéneo de conductas, hizo un incremento de seis (6) meses más, para setenta y ocho (78) meses y la multa la dejó en la misma cantidad. Aplicada la disminución correspondiente a la aceptación de los cargos, impuso en definitiva cincuenta y dos (52) meses de prisión y multa por $5.966.667.

Impuso pena accesoria de inhabilitación para ejercer derechos y funciones públicas por el mismo término de la pena principal. Condenó al pago de perjuicios por la suma de $71.600.000 y negó por el factor objetivo la suspensión condicional en la ejecución de la pena.

6.-  IMPUGNACIÓN 
El profesional que representa al señor CORREA ARENAS, solicita la revisión del quantum de la pena, en atención que su defendido nunca actuó a título de dolo y aduce que el disparo se produjo a más de un metro de distancia y fue un hecho fortuito del cual a pesar de las lesiones su cliente nunca se sustrajo de su responsabilidad. Aboga por la suspensión de la pena y de manera subsidiaria la concesión de la prisión domiciliaria.

7.-  Para resolver, SE CONSIDERA
La normatividad penal limita el interés de recurrir cuando el procesado se ha sometido a sentencia anticipada, y consiste en que sólo puede hacerlo el encartado o su defensor, por razón de la aplicación de la pena, de los mecanismos de sustitución de la sanción o la extinción de dominio sobre bienes. 

En el presente caso el abogado defensor acude a censurar el cuerpo de la providencia en lo que se refiere al actuar doloso con que procedió el procesado y señala que su cliente en ningún momento actuó a título de dolo para lo cual acude a la tesis del caso fortuito. Tal teoría no es de recibo en este estadio de la actuación, sencillamente porque la providencia fue congruente con la aceptación de cargos que hizo el sindicado. No puede desconocerse que los mismos se formularon en el caso específico de las lesiones personales que sufrió la señora MARIA OLIVA BEDOYA GALVIS, tal y como aparece en el acta respectiva
 por una actuación realizada con dolo eventual.

En esas condiciones, es necesario retomar el contenido del Artículo 22 del Código Penal, que al referirse al dolo, expresa: “La conducta es dolosa cuando el agente conoce los hechos constitutivos de la infracción penal y quiere su realización. También será dolosa la conducta cuando la realización de la infracción penal ha sido prevista como probable y su no producción se deja librada al azar.” (negrillas de la Sala) 
Nunca se mencionó que los cargos se endilgaran por una actuación culposa o siquiera preterintencional. En esas condiciones, no es dable recurrir sobre tal aspecto, de conformidad con los lineamientos trazados por el artículo 40 C.P.P.

Sobre los otros tópicos mencionados en el recurso, no encuentra la Sala razón para variar la dosificación punitiva realizada, la cual se abordó de conformidad con el método legalmente establecido para tal labor. Incluso, el conociente, ante la gravedad de las lesiones y sus secuelas pudo haberse movido dentro del cuarto mínimo a otra cantidad, pero se instaló en el mínimo de ese intervalo.

En lo concerniente con la prisión domiciliaria pedida en subsidio, no puede la Sala pronunciarse por respeto al principio de la doble instancia, en el entendido que tal solicitud debe ser formulada directamente al juez conociente o al de ejecución de penas y medidas de seguridad que asuma la vigilancia de la ejecución de la pena impuesta. 

Así las cosas, encontrando razonables los análisis de la sentencia revisada y prudentemente dosificada la pena, no queda alternativa diferente a la de confirmarla integralmente sin acatar los argumentos del recurso.

8.-  DECISIÓN FINAL 

En mérito de lo elucidado, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia  en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira de acuerdo con lo expresado. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                    VICENTE RODRÍGUEZ FEO

  HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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